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DERECHO DE PETICIÓN / DEVOLUCIÓN APORTES REALIZADOS AL SGSSP/ RESPUESTAS DILATORIAS / CONCEDE/ CONFIRMA / “De conformidad con lo obrante en el expediente, se pudo establecer que la petición realizada por parte del accionante estaba encaminada a que COLPENSIONES reconociera y pagara la devolución de los aportes realizados al Sistema General de Seguridad Social en Pensión, que no fueron tenidos en cuenta en el momento de definir la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez. 

Acerca de esta solicitud, la encartada informó en su escrito de impugnación que sobre la misma emitió respuesta el 11 de agosto de los cursantes; una vez verificados los documentos que se adjuntaron a su escrito, se observa que en efecto ya hubo un pronunciamiento al respecto, sin embargo, llama la atención que al hacer una comparación entre la respuesta inicial dada por parte de esa entidad al accionante y la segunda se le están exigiendo diferentes requisitos para diligenciar efectivamente lo que él pide.”

(…)

“Bajo esas condiciones, a pesar de lo dicho por la entidad, encuentra esta Corporación que las diligencias realizadas por la encartada han sido dilatorias de la solicitud que se le hizo desde el mes de marzo, ello por cuanto no ha sido clara y concreta al especificar los requisitos que debe cumplir el aquí accionante para obtener el fin perseguido, y por medio de pronunciamientos tardíos lo único que ha hecho ha sido entorpecer su gestión sin justificación alguna, pues resulta inexplicable que desde el primer momento no haya hecho la manifestación que ahora hace.      

Por ende, es evidente que las explicaciones dadas por la accionada en nada han resuelto lo pedido; por ello, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición del accionante al no darle una solución que resulte efectiva a la solicitud presentada por él, y bajo ese contexto lo pertinente es confirmar el fallo de primera instancia, ello con el fin de ordenarle a COLPENSIONES que una vez el accionante presente la documentación requerida en esta última oportunidad, de solución al efectiva a lo planteado por él.”

Citación jurisprudencial: Sentencias T-1089 y T-1160A de 2001 Sentencias T-1089 y T-1160A de 2001. / Sentencia T-377 de 2000. / Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994. / Sentencia T-361 de 2009. / 
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por COLPENSIONES, entidad accionada en el presente asunto, contra el fallo proferido el 12 de agosto del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, mediante el cual tuteló el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ NOÉ ECHEVERRY. 
ANTECEDENTES:

El señor JOSÉ NOÉ actuando por intermedio de apoderado judicial instauró acción de tutela en contra de COLPENSIONES al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición, ello por cuanto el 1º de marzo del año que avanza presentó ante esa entidad una solicitud de devolución de aportes de pensión, sin embargo, la misma contestó mediante oficio de ese mismo día, que para darle trámite a su solicitud debía allegar certificación bancaria no superior a 30 días; por lo tanto se remitió desde el 16 de mayo esa certificación, pero transcurrieron 4 meses sin que la accionada resolviera de fondo la petición.
En vista de lo anterior, solicitó ordenar a la accionada contestar de fondo su petición. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad avocó el conocimiento de la actuación el día 02 de agosto de 2016, y corrió traslado a la parte accionada en la forma indicada en la ley. 

Frente a la acción de tutela no hubo pronunciamiento alguno por parte de la entidad, a pesar de haber sido notificada debidamente de la misma. 
Una vez el Juzgado de conocimiento efectuó el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante providencia emitida el 12 de agosto, tutelar el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ NOÉ; como consecuencia de ello, le ordenó a COLPENSIONES que en el término de 48 horas diera respuesta de fondo a la petición presentada por el accionante el 01 de marzo del presente año.  
IMPUGNACIÓN

El Vicepresidente Jurídico y Secretario General (E) de COLPENSIONES presentó memorial mediante el cual impugnó la sentencia de primera instancia, sin embargo, mediante auto del 23 de agosto el Despacho de conocimiento decidió abstenerse de dar trámite a la misma, en razón a que según la constancia de términos de ejecutoria realizada por la secretaría de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, el término para impugnar había vencido para esa entidad el 19 de agosto, y el memorial tenía fecha de recibido del 22 de agosto, por lo tanto se declaró la extemporaneidad de la impugnación.

La anterior decisión se le notificó a la accionada el 9 de septiembre; posteriormente, mediante oficio del 13 de septiembre la entidad insistió en su solicitud de impugnación argumentando que la misma fue enviada desde el 19 de agosto al correo electrónico cit01cserepper@cendoj.ramajudicial.gov.co, a través del cual se le había notificado de las diferentes etapas procesales de la acción de tutela, como son, el auto admisorio, fallo y la declaratoria de extemporaneidad de la impugnación.  

Por medio de auto del 26 de septiembre el despacho se pronunció nuevamente sobre la solicitud de impugnación, manifestando que efectivamente la misma se había recibido en la secretaría de esos juzgados en la fecha indicada por COLPENSIONES, y en vista de ello, ordenó la remisión del expediente a esta Corporación para que se le diera el trámite a la decisión de segunda instancia. 

Los argumentos que dio la entidad en su escrito de impugnación, tendientes a que en esta instancia se declare la existencia de un hecho superado, se pueden sintetizar en que como lo que el accionante solicita es un pronunciamiento por parte de esa entidad frente a su solicitud de devolución de aportes, y a dicha petición ya se le dio trámite mediante oficio del 11 de agosto enviado por parte de la Gerencia Nacional de Aportes y Recaudo se presenta la figura de la carencia actual de objeto.   
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia:

Esta Sala de Decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico planteado:

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si en efecto COLPENSIONES ha vulnerado el derecho fundamental de petición reclamado por la parte accionante, o si por el contrario, con la respuesta emitida por parte del Vicepresidente Jurídico y Secretario General (E) de esa entidad se puede entender como superada la omisión que dio origen a la presente acción de tutela. 

3. Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 

El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En Sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”
. 

De conformidad con lo obrante en el expediente, se pudo establecer que la petición realizada por parte del accionante estaba encaminada a que COLPENSIONES reconociera y pagara la devolución de los aportes realizados al Sistema General de Seguridad Social en Pensión, que no fueron tenidos en cuenta en el momento de definir la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez. 
Acerca de esta solicitud, la encartada informó en su escrito de impugnación que sobre la misma emitió respuesta el 11 de agosto de los cursantes; una vez verificados los documentos que se adjuntaron a su escrito, se observa que en efecto ya hubo un pronunciamiento al respecto, sin embargo, llama la atención que al hacer una comparación entre la respuesta inicial dada por parte de esa entidad al accionante y la segunda se le están exigiendo diferentes requisitos para diligenciar efectivamente lo que él pide.  
De esta manera, en la respuesta que se le brindó al accionante el 1º de marzo se le informó que para ese fin debía entregar “certificación bancaria en la cual conste el nombre del banco, nombre del titular, número, tipo y estado de la cuenta, con fecha de expedición no mayor a 30 días”
, se puede ver también que el accionante envió memorial a la entidad anexando la certificación bancaria exigida
, pero, en la respuesta emitida por COLPENSIONES el 11 de agosto, es decir, cinco meses después, se le indica que según lo establecido en el artículo 22 de la Ley 100 de 1993, el valor de las devoluciones de los aportes se le devuelve directamente al empleador, por ser quien de manera directa realizó las cotizaciones y este a su vez, se debe encargar de devolverle al empleado el 25% que le corresponde, por lo tanto, se le exigió en esa oportunidad al señor JOSÉ NOÉ que anexe certificación bancaria de quienes aportaron los periodos cancelados con posterioridad a la fecha de reconocimiento de la pensión, copia del RUT y copia del certificado de existencia y representación legal y por último la solicitud expresa de esos empleadores.   
Bajo esas condiciones, a pesar de lo dicho por la entidad, encuentra esta Corporación que las diligencias realizadas por la encartada han sido dilatorias de la solicitud que se le hizo desde el mes de marzo, ello por cuanto no ha sido clara y concreta al especificar los requisitos que debe cumplir el aquí accionante para obtener el fin perseguido, y por medio de pronunciamientos tardíos lo único que ha hecho ha sido entorpecer su gestión sin justificación alguna, pues resulta inexplicable que desde el primer momento no haya hecho la manifestación que ahora hace.      
Por ende, es evidente que las explicaciones dadas por la accionada en nada han resuelto lo pedido; por ello, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición del accionante al no darle una solución que resulte efectiva a la solicitud presentada por él, y bajo ese contexto lo pertinente es confirmar el fallo de primera instancia, ello con el fin de ordenarle a COLPENSIONES que una vez el accionante presente la documentación requerida en esta última oportunidad, de solución al efectiva a lo planteado por él. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 12 de agosto de 2016, por medio del cual el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, tuteló el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ NOÉ ECHEVERRY. 

SEGUNDO: MODIFICAR la decisión de primera instancia en el sentido de ORDENAR a COLPENSIONES que una vez el accionante presente la documentación exigida por esa entidad mediante oficio del 11 de agosto de 2016, dé solución efectiva a lo planteado por el señor JOSÉ NOÉ ECHEVERRY desde el 01 de marzo de 2016, lo cual deberá hacer en el término de 15 días contados a partir de la notificación de esta decisión.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Corte Constitucional. Sentencias T-1089 y T-1160A de 2001.


� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.


� Ver folio 15


� Ver folios 17 y 18
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